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1. ¿Cuál de los apartados señalados a continuación es un principio rector de la 
ordenación urbanística regulado en la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo, de la 
Comunidad de Madrid (en adelante, LSCAM): 

a. El de participación ciudadana. En la formulación, gestión y ejecución de la 
actividad urbanística, la Comunidad de Madrid y los Ayuntamientos deberán 
fomentar e impulsar la participación, así como velar por los derechos de 
iniciativa e información de los ciudadanos y de las entidades que les 
representan.  

b. El uso racional del recurso natural del suelo de acuerdo con las necesidades 
colectivas, públicas y privadas, presentes y futuras previsibles, y en el marco de 
la ordenación del territorio. 

c. El de subordinación al interés general de toda la riqueza, garantizando la 
utilización sostenible del territorio. 

 

 
2. Indique cuál de los siguientes apartados es uno de los derechos y deberes, además de 

los generales, comprendido en el contenido urbanístico del derecho de propiedad en 
suelo urbano consolidado: 

a. Instar a la aprobación del pertinente planeamiento de desarrollo. 
b. Instar a la delimitación de la correspondiente unidad de ejecución y al 

señalamiento del sistema de ejecución. 
c. Destinar la edificación a alguno de los usos legitimados por la ordenación 

urbanística en vigor. 

 

 
3. ¿Cuál de los siguientes apartados es uno de los deberes específicos que tendrán, 

además de los generales, durante el proceso de ejecución del ámbito de actuación los 
propietarios de suelo urbano no consolidado?: 

a. Edificar en el solar en las condiciones y, en su caso, plazos establecidos por el 
planeamiento. 

b. Efectuar a título gratuito, en la forma y cuantía dispuesta en la presente Ley y 
en el contexto del sistema de ejecución establecido, las cesiones de suelo 
reservado para las redes de infraestructuras, equipamientos y servicios 
públicos. 

c. Ceder al Municipio, en solares, en la forma y cuantía dispuesta en la presente 
Ley, las superficies precisas para la materialización del 5 por 100 del producto 
del coeficiente de edificabilidad del ámbito de actuación, o unidades de 
ejecución en que se divida, por superficie. 
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4. ¿Cuál de los siguientes apartados está incluido en el contenido de los derechos de la 
propiedad en el suelo urbanizable no sectorizado comprende, además de los 
generales y de los atribuidos en suelo no urbanizable de protección?: 

a. Promover la sectorización de sus terrenos y, para ello, el Plan de Sectorización, 
cuya aprobación supondrá la adscripción de los mismos al régimen urbanístico 
del suelo urbanizable sectorizado.  

b. Ejecutar en sus terrenos las obras, construcciones y edificaciones e implantar 
los usos y las actividades autorizables en esta categoría de suelo conforme a esta 
Ley. 

c. En todo caso, consultar previamente al ejercicio de los anteriores derechos, a las 
Administraciones competentes, sobre la viabilidad de la sectorización y 
legislación sectorial aplicable, así como respecto de las obras de conexión con las 
redes exteriores a la actuación. El pronunciamiento administrativo no será 
vinculante. 

 

5. En el suelo urbanizable no sectorizado, en los términos que disponga el planeamiento 
urbanístico y, en su caso, el planeamiento territorial, ¿Cuál de los siguientes 
apartados está incluido dentro de los que podrán legitimarse, mediante la previa 
calificación urbanística, la realización de construcciones, edificaciones e instalaciones 
con los usos y actividades correspondientes?: 

a. Las instalaciones de dominio y uso público destinadas al ejercicio de actividades 
científicas, docentes y divulgativas relacionadas con los espacios naturales, 
incluyendo el alojamiento, si fuera preciso. En estos supuestos, la superficie 
mínima de la finca será la que funcionalmente sea indispensable.  

b. Las actividades que favorezcan el desarrollo rural sostenible, excluyendo las de 
comercialización de productos agropecuarios y los servicios complementarios 
de dichas actividades. 

c. Las de carácter residencial. Para que se autorice el uso de vivienda familiar no 
será necesario que se disponga aislada en el interior de la unidad, que por su 
localización pueda presumirse finalidad urbanizadora por no existir 
instalaciones o servicios necesarios para la finalidad de aprovechamiento 
urbanístico, y que la finca cuente, cualquiera que sea su naturaleza, con la 
superficie mínima que se establece en la legislación forestal. 

 

6. Indique la respuesta correcta, en relación con las determinaciones legales: 
a. Se entiende por determinaciones legales de la ordenación urbanística, aquellas 

normas que son directamente aplicables exista o no planeamiento urbanístico. 
b. Se entiende por determinaciones legales de la ordenación urbanística, aquellas 

normas contenidas en la presente Ley, que establecen prescripciones sobre el 
uso del suelo o de las construcciones y son directamente aplicables exista o no 
planeamiento urbanístico, imponiéndose en su caso a las determinaciones de 
éste.  

c. Se entiende por determinaciones legales de la ordenación urbanística, aquellas 
normas contenidas en la presente Ley, que establecen prescripciones sobre el 
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uso del suelo o de las construcciones y son directamente aplicables siempre que 
exista planeamiento urbanístico. 
 

7. Indique la respuesta correcta, en relación con las Ordenanzas municipales: 
a. Todos los municipios deberán contar con Ordenanzas municipales de 

urbanización, instalaciones, edificación y construcción, cuya aprobación, 
publicación y entrada en vigor se producirá conforme a la legislación de 
régimen local. En la publicación deberá hacerse constar expresamente el 
cumplimiento previo de la comunicación prevista en el número siguiente.  

b. Las Ordenanzas municipales de urbanización podrán regular los aspectos 
relativos al proyecto, ejecución material, recepción y mantenimiento de obras, 
así como normas para el control de calidad de la ejecución. Podrán también 
incluir criterios morfológicos y estéticos que deban respetarse.  

c. Las Ordenanzas municipales de instalaciones, edificación y construcción podrán 
regular aspectos morfológicos y estéticos, y cuantas otras condiciones 
definitorias de la edificabilidad y destino del suelo, sean exigibles para la 
autorización de los actos de construcción. 

 

8. Indique la definición correcta: 
a. Son determinaciones estructurantes de la ordenación urbanística aquellas 

mediante las cuales se define el modelo de preservación del suelo objeto del 
planeamiento general, así como los elementos fundamentales de la estructura 
urbana. 

b. Son determinaciones pormenorizadas de la ordenación urbanística aquellas que 
tienen el grado de precisión suficiente para legitimar la realización de actos 
concretos de ejecución material. 

c. Se entiende por red pública el conjunto de los elementos de las redes de servicios 
públicos que se relacionan entre sí.  
 

9. Que afirmación es correcta en relación con las determinaciones sobre los usos del 
suelo: 

a. Se entiende por uso global de un suelo el destino funcional que el planeamiento 
urbanístico le atribuye en relación al conjunto del término municipal. Sobre 
cada área homogénea, ámbito de suelo urbano y sector de suelo urbanizable 
deberá establecerse, con el carácter de determinación estructurante de la 
ordenación urbanística, el uso global, de forma que se caracterice 
sintéticamente el destino conjunto del correspondiente suelo. 

b. En suelo urbanizable sectorizado como mínimo el 30 por 100 de la edificabilidad 
residencial deberá destinarse a viviendas sujetas a algún régimen de protección 
pública. 

c. Si motivadamente el planeamiento general advierte que las determinaciones 
puedan desvirtuar el uso global de algún área homogénea, ámbito o sector, 
podrá establecer, condiciones específicas a aquellas, tales como la prohibición 
de usos concretos. 
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10. Los Planes Generales formalizarán su contenido en los documentos necesarios para 
alcanzar la máxima operatividad de sus determinaciones y en función de la 
complejidad urbanística del territorio. En todo caso, entre los documentos necesarios 
se contarán, al menos los siguientes: 

a. Memoria; Estudio de viabilidad; Informe de análisis ambiental; Planos 
conteniendo los recintos de la ordenación estructurante y de la ordenación 
pormenorizada, en su caso, así como los derivados de la legislación ambiental; 
Normas urbanísticas, diferenciando las que correspondan a la ordenación 
pormenorizada que, en su caso, se establezca; Catálogos de bienes y espacios 
protegidos.  

b. Memoria; Estudio de viabilidad; Informe de análisis ambiental; Planos 
conteniendo los recintos de la ordenación estructurante, así como los derivados 
de la legislación ambiental; Normas urbanísticas, diferenciando las que 
correspondan a la ordenación pormenorizada que, en su caso, se establezca; 
Catálogos de bienes. 

c. Memoria; Estudio de viabilidad; Informe ambiental; Planos conteniendo los 
recintos de la ordenación estructurante y de la ordenación pormenorizada, en 
su caso, así como los derivados de la legislación ambiental; Normas 
urbanísticas; Catálogos de bienes y espacios protegidos. 

 

 

 

11.  En todo caso, el Plan Especial contendrá, según proceda: 
a. Las determinaciones propias del Plan Parcial que correspondan a su objeto 

específico, en su función de desarrollo del Plan General; Las determinaciones 
propias del Plan Parcial, en su caso de reforma interior, incluidas las 
establecidas directamente por el Plan General, que complementen o 
modifiquen. 

b. Las determinaciones propias del Plan Parcial que correspondan a su objeto 
específico, en su función de desarrollo del Plan General;  

c. Las determinaciones propias del Plan Parcial que correspondan a su objeto 
específico; Las determinaciones propias del Plan Parcial, en su caso de reforma 
interior. 
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12. Indique cuál de estas afirmaciones es correcta: 
a. El Estudio de Detalle, que deberá comprender manzanas o unidades urbanas 

equivalentes completas, tiene por función, en las áreas y los supuestos previstos 
por los Planes Generales y, en su caso, los Planes Parciales, la concreta 
definición de los volúmenes edificables de acuerdo con las especificaciones del 
planeamiento y el señalamiento de alineaciones y rasantes. 

b. El Estudio de Detalle, tiene por función, en las áreas y los supuestos previstos 
por los Planes de Sectorización, la concreta definición de los volúmenes 
edificables de acuerdo con las especificaciones del planeamiento y el 
señalamiento de alineaciones y rasantes. 

c. El Estudio de Detalle, que podrá comprender manzanas o unidades urbanas 
equivalentes completas, tiene por función, en las áreas y los supuestos previstos 
por los Planes Generales y, en su caso, los Planes Parciales, el señalamiento de 
alineaciones y rasantes. 
 
 

13. En relación con los Catálogos de bienes y espacios protegidos, indique la respuesta 
correcta: 

a. Deberán formarse y aprobarse Catálogos de bienes y espacios protegidos, con 
un contenido diferente al que debe formar parte de los Planes de Ordenación. 

b. Sin perjuicio de los que deben formar parte de los Planes de Ordenación 
regulados en este Título, podrán formarse y aprobarse Catálogos de bienes y 
espacios protegidos, con el mismo contenido, si bien únicamente para 
complementar, precisar, actualizar o mejorar aquéllos.  

c. Sin perjuicio de los que deben formar parte de los Planes de Ordenación 
regulados en la LSCAM, no podrán formarse y aprobarse Catálogos de bienes y 
espacios protegidos, con el mismo contenido.  
 
 

14. Indique la respuesta correcta: 
a. La aprobación de los Avances de planeamiento sólo tendrá efectos 

administrativos internos y en las relaciones entre las Administraciones públicas 
que hayan intervenido en su elaboración. 

b. La aprobación de los Avances de planeamiento sólo tendrá efectos 
administrativos internos. 

c. La aprobación de los Avances de planeamiento sólo tendrá efectos 
administrativos internos y en las relaciones entre las Administraciones públicas. 
 
 
 



8 

 

 
 
 

15. Indique la respuesta correcta en relación con los órganos competentes para la 
aprobación definitiva de los Planes Generales y de Sectorización: 

a. Corresponde al Consejo de Gobierno de la Comunidad de Madrid, previo 
informe de la Comisión de Urbanismo, la aprobación definitiva de todos los 
Planes Generales y de Sectorización y sus revisiones, así como la aprobación de 
las modificaciones. 

b. Corresponde al Consejero competente en materia de ordenación urbanística, la 
aprobación definitiva de las modificaciones de Planes Generales y de Planes de 
Sectorización que correspondan a municipios con población de derecho 
superior a 15.000 habitantes. 

c. Corresponde al Consejo de Gobierno de la Comunidad de Madrid, previo 
informe de la Comisión de Urbanismo, la aprobación definitiva de todos los 
Planes Generales y de Sectorización y sus revisiones, así como la aprobación de 
las modificaciones que correspondan a municipios con población de derecho 
superior a 15.000 habitantes.  
 

 

16. La aprobación definitiva de los Planes Generales y de los Planes de Sectorización, así 
como de sus modificaciones y revisiones: 

a. Deberá resolverse en el plazo de cuatro meses a contar desde que el Municipio 
interesado presente el expediente completo, comprensivo del  proyecto de Plan y 
las actuaciones practicadas en el procedimiento de aprobación municipal, en el 
registro de la Consejería competente en materia de ordenación urbanística. 

b. Deberá resolverse en el plazo de seis meses a contar desde que el Municipio 
interesado presente el expediente completo, comprensivo del  proyecto de Plan y 
las actuaciones practicadas en el procedimiento de aprobación municipal, en el 
registro de la Consejería competente en materia de ordenación urbanística. 

c. Deberá resolverse en el plazo de cuatro meses a contar desde que el Municipio 
interesado presente el expediente completo, comprensivo del  proyecto de Plan, 
en el registro de la Comunidad de Madrid. 

 

17. Indique la respuesta correcta. Son consorcios urbanísticos: 
a. Las entidades dotadas de personalidad pública, creadas mediante acuerdo o 

convenio de la Comunidad de Madrid y la Administración General del Estado 
para el desarrollo de la actividad urbanística y para la gestión y ejecución de 
obras y servicios públicos. 

b. Las entidades dotadas de personalidad propia, creadas mediante acuerdo o 
convenio de la Comunidad de Madrid y la Administración General del Estado o 
uno o varios municipios o por éstos entre sí para el desarrollo de la actividad 
urbanística y para la gestión y ejecución de obras y servicios públicos.  
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c. Las entidades dotadas de personalidad propia, creadas mediante acuerdo o 
convenio de la Comunidad de Madrid y uno o varios municipios o por éstos 
entre sí para el desarrollo de la actividad urbanística y para la gestión de obras 
y servicios públicos. 
 

18. Concepto de equidistribución: 
a. La equidistribución es la distribución equitativa de las cargas y beneficios entre 

los propietarios de suelo comprendidos en determinados ámbitos territoriales 
delimitados previamente. 

b. La equidistribución es aquella parte de la actividad de ejecución mediante la 
cual se produce, en los términos señalados en la presente Ley, la distribución 
equitativa de las cargas y beneficios derivados del mismo, entre los propietarios 
de suelo comprendidos en determinados ámbitos territoriales. 

c. La equidistribución es aquella parte de la actividad de ejecución mediante la 
cual se produce, en los términos señalados en la presente Ley, el reparto de los 
aprovechamientos asignados por el planeamiento y la distribución equitativa de 
las cargas y beneficios derivados del mismo, entre los propietarios de suelo 
comprendidos en determinados ámbitos territoriales delimitados previamente.  
 

19. ¿Qué se entiende por Reparcelación? 
a. La transformación de las fincas afectadas por una actuación urbanística y de los 

derechos sobre ellas, para adaptar unas y otros a las determinaciones del 
planeamiento urbanístico.  

b. La transformación con finalidad equidistributiva, de las fincas afectadas por 
una actuación urbanística y de los derechos sobre ellas, para adaptar unas y 
otros a las determinaciones del planeamiento urbanístico, aplicando el criterio 
de proporción directa de los valores aportados a la operación reparcelatoria.  

c. La transformación con finalidad equidistributiva, de las fincas afectadas por 
una actuación urbanística, aplicando el criterio de proporción directa de los 
valores aportados a la operación reparcelatoria. 
 

20. La ejecución pública del planeamiento en actuaciones integradas: 
a. Se llevará a cabo por alguno de los sistemas siguientes: cooperación, 

expropiación, ejecución forzosa. 
b. Salvo que deba tener por objeto sólo obras públicas ordinarias, se llevará a cabo 

por alguno de los sistemas siguientes: cooperación, expropiación, ejecución 
forzosa. 

c. Salvo que deba tener por objeto sólo obras públicas ordinarias, se llevará a cabo 
por alguno de los sistemas siguientes: expropiación o ejecución forzosa. 
 

21. En el sistema de expropiación: 
a. La Administración actuante aplica la expropiación a la totalidad de los bienes y 

derechos incluidos en el ámbito de actuación, y realiza las obras de 
urbanización y de edificación. 

b. La Administración actuante aplica la expropiación a la totalidad de los bienes y 
derechos incluidos en el ámbito de actuación, sector o la unidad o unidades de 
ejecución y realiza las obras de urbanización y, en su caso, de edificación.  
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c. La Administración aplica la expropiación a la totalidad de los bienes y derechos 
incluidos en el ámbito de actuación, sector o unidades de ejecución sin realizar 
las obras de urbanización. 

 

22. Actos de parcelación: 
a. Tendrán la consideración de actos de parcelación cualesquiera que supongan la 

modificación de la forma, superficie o lindes de una finca. 
b. Tendrán la consideración de actos de parcelación con independencia de su 

finalidad concreta y de la clase de suelo, cualesquiera que supongan la 
modificación de la forma, superficie o lindes de una o varias fincas. 

c. Tendrán la consideración de actos de parcelación con independencia de su 
finalidad concreta y de la clase de suelo, cualesquiera que supongan la 
modificación una o varias fincas. 
 

23. En relación con el objeto de los proyectos de actuación especial, indique la respuesta 
correcta: 

a. Los proyectos de actuación especial deberán definir con toda precisión el o los 
usos correspondientes y las obras e instalaciones precisas para su 
establecimiento y desarrollo en una o varias unidades mínimas completas, 
cuando estos actos pretendan llevarse a cabo en suelo urbanizable no 
sectorizado.  

b. Los proyectos de actuación especial deberán definir los usos correspondientes y 
las obras e instalaciones precisas para su establecimiento y desarrollo en una o 
varias unidades mínimas completas, cuando estos actos pretendan llevarse a 
cabo en suelo urbanizable. 

c. Los proyectos de actuación especial deberán definir con toda precisión el o los 
usos correspondientes en una o varias unidades mínimas completas, cuando 
estos actos pretendan llevarse a cabo en suelo urbanizable no sectorizado. 

 
24. Indique la respuesta correcta, en relación con los actos sujetos a intervención 

municipal regulados en la LSCAM: 
a. No estarán sujetos a licencia urbanística los actos de uso del suelo, construcción 

y edificación que realicen los particulares en terrenos de dominio público, sin 
perjuicio de las autorizaciones o concesiones que deba otorgar el ente titular de 
dicho dominio. 

b. Estarán también sujetas a licencia urbanística las obras de urbanización 
previstas en los correspondientes proyectos debidamente aprobados y cuantas 
otras sean objeto de órdenes de ejecución. 

c. Cuando los actos de uso del suelo, construcción y edificación sean promovidos 
por los Ayuntamientos en su propio término municipal, el acuerdo municipal 
que los autorice o apruebe estará sujeto a los mismos requisitos y producirá los 
mismos efectos que la licencia urbanística a los efectos de la presente Ley, sin 
perjuicio de lo dispuesto en la legislación de régimen local.  
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25. De conformidad con lo regulado en la LSCAM sobre la ruina física inminente, 
indique la respuesta correcta: 

a. Cuando una construcción o un edificio amenace ruina inminente, con peligro 
para la seguridad pública o la integridad del patrimonio arquitectónico 
catalogado o declarado de interés histórico o artístico, el órgano competente en 
materia de urbanismo estará habilitado para disponer todas las medidas que 
sean precisas. Dichas medidas podrán extenderse, excepcionalmente, a la 
demolición que sea estrictamente indispensable para proteger adecuadamente 
valores superiores y, desde luego, la integridad física de las personas. 

b. Cuando una construcción o un edificio amenace ruina inminente, con peligro 
para la seguridad pública o la integridad del patrimonio arquitectónico 
catalogado o declarado de interés histórico o artístico, el Alcalde estará 
habilitado para disponer todas las medidas que sean precisas, incluido el 
apuntalamiento de la construcción o el edificio y su desalojo. Dichas medidas 
podrán extenderse, excepcionalmente, a la demolición que sea estrictamente 
indispensable para proteger adecuadamente valores superiores y, desde luego, 
la integridad física de las personas.  

c. Cuando una construcción o un edificio amenace ruina inminente, con peligro 
para la seguridad pública o la integridad del patrimonio arquitectónico 
catalogado, el Alcalde estará habilitado para disponer todas las medidas que 
sean precisas, incluido el apuntalamiento de la construcción o el edificio y su 
desalojo. Dichas medidas deberán extenderse a la demolición que sea 
estrictamente indispensable para proteger adecuadamente valores superiores. 
 

26. En relación con las funciones de inspección urbanística reguladas en la LSCAM, 
indique la respuesta correcta: 

a. La inspección urbanística es una potestad, dirigida a comprobar que los actos 
privados de ocupación, construcción, edificación, así como cualesquiera otras 
actividades que supongan la utilización de éste, se ajustan a la legalidad 
aplicable. 

b. Las tareas de vigilancia y comprobación preventivas y, sobre la base de los 
datos obtenidos, de información, asesoramiento y corrección cooperativa son, 
en la inspección urbanística, preferentes respecto de las referidas a la sanción 
de conductas.  

c. En el ejercicio de sus funciones, los inspectores gozarán de plena autonomía, 
estando facultados para requerir y examinar toda clase de documentos relativos 
al planeamiento y su ejecución, comprobar la adecuación de los actos de 
transformación, construcción, edificación a la normativa de ordenación 
urbanística aplicable y obtener la información necesaria para el cumplimiento 
de su cometido. Las Administraciones, estarán obligados a prestarles la 
colaboración que precisen. 
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27. Indique la respuesta correcta en relación con el plazo de prescripción de las 
infracciones y sanciones regulado en la LSCAM: 

a. La prescripción de las infracciones urbanísticas se producirá por el transcurso 
de cuatro años. La prescripción de las sanciones por la comisión de infracciones 
urbanísticas se producirá por el transcurso de cuatro años. 

b. La prescripción de las infracciones urbanísticas se producirá por el transcurso 
de cuatro años, salvo las que afecten a zonas verdes y espacios libres que no 
tienen plazo de prescripción. La prescripción de las sanciones por la comisión 
de infracciones urbanísticas se producirá por el transcurso de cuatro años.  

c. La prescripción de las infracciones urbanísticas se producirá por el transcurso 
de cinco años, salvo las que afecten a zonas verdes y espacios libres que no 
tienen plazo de prescripción. La prescripción de las sanciones por la comisión 
de infracciones urbanísticas se producirá por el transcurso de cinco años. 
 

28. Indique cuál de las siguientes afirmaciones es correcta en relación con el Jurado 
Territorial de Expropiación: 

a. Es el órgano de la Administración de la Comunidad de Madrid especializado en 
materia de expropiación forzosa. Está adscrito a la Consejería competente en 
materia de ordenación urbanística, que le facilita toda la infraestructura 
administrativa para su adecuado funcionamiento, y actúa en el cumplimiento de 
sus funciones con plena autonomía funcional.  

b. Actuará con competencia resolutoria definitiva, poniendo sus actos fin a la vía 
administrativa, para la fijación del justiprecio  en todas las expropiaciones por 
razón de la ordenación urbanística, cuando la Administración expropiante sea 
la de la Comunidad de Madrid. 

c. Dispondrá de un plazo máximo de seis meses para notificar los acuerdos que 
adopte, a contar desde el día siguiente al de la entrada del expediente completo 
en el registro. 

29. En lo que se refiere al ámbito de aplicación del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 
14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del 
Sector Público. (En adelante  TRLCSP), indique la respuesta correcta: 

a. No son contratos del sector público y, en consecuencia, no están sometidos a la 
presente Ley en la forma y términos previstos en la misma, los contratos 
onerosos, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, que celebren los entes, 
organismos y entidades enumerados en el artículo 3. 

b. Están sujetos a la presente Ley, en los términos que en ella se señalan, los 
contratos subvencionados por los entes, organismos y entidades del sector 
público que celebren otras personas físicas o jurídicas en los supuestos previstos 
en el artículo 17, así como los contratos de obras que celebren los concesionarios 
de obras públicas en los casos del artículo 274.  
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c. La aplicación de esta Ley a los contratos que celebren las Comunidades 
Autónomas y las entidades que integran la Administración Local, o los 
organismos dependientes de las mismas, así como a los contratos 
subvencionados por cualquiera de estas entidades, se efectuará en los términos 
previstos en el artículo 1 del TRLCSP. 
 
 

30. Indique la respuesta correcta, en relación con la calificación de los contratos 
regulados en el TRLCSP: 
a. Los contratos de obras, concesión de obras públicas, gestión de servicios 

públicos, suministro y de colaboración entre el sector público y el sector privado 
que celebren los entes, organismos y entidades pertenecientes al sector público 
se calificarán de acuerdo con las normas contenidas en la presente sección. 

b. Los contratos de obras, concesión de obras públicas, gestión de servicios 
públicos, servicios y de colaboración entre el sector público y el sector privado 
que celebren los entes, organismos y entidades pertenecientes al sector público 
se calificarán de acuerdo con las normas contenidas en la presente sección. 

c. Los contratos de obras, concesión de obras públicas, gestión de servicios 
públicos, suministro, servicios y de colaboración entre el sector público y el 
sector privado que celebren los entes, organismos y entidades pertenecientes al 
sector público se calificarán de acuerdo con las normas contenidas en la 
presente sección.  
 

31. El contrato de concesión de obra pública tiene por objeto: 
a. La realización de las prestaciones de reparación de construcciones existentes, 

así como la conservación y mantenimiento de los elementos construidos, y en el 
que la contraprestación a favor de aquél consiste únicamente en el derecho a 
explotar la obra. 

b. La realización por el concesionario de algunas de las prestaciones a que se 
refiere el artículo 6, incluidas las de restauración y reparación de 
construcciones existentes, así como la conservación y mantenimiento de los 
elementos construidos, y en el que la contraprestación a favor de aquél consiste, 
o bien únicamente en el derecho a explotar la obra, o bien en dicho derecho 
acompañado del de percibir un precio.  

c. La realización por el concesionario de prestaciones de restauración y 
reparación de construcciones existentes, así como la conservación y 
mantenimiento de los elementos construidos, y en el que la contraprestación a 
favor de aquél consiste, únicamente en el derecho de percibir un precio. 
 

32. Indique la respuesta correcta, son contratos de suministro de conformidad con lo 
regulado en el TRLCSP: 

a. Los que tienen por objeto la adquisición, el arrendamiento financiero, o el 
arrendamiento, con o sin opción de compra, de productos o bienes muebles.  

b. Los que tienen por objeto el arrendamiento financiero, o el arrendamiento, con 
o sin opción de compra, de productos o bienes muebles. 

c. Los que tienen por objeto la adquisición, el arrendamiento financiero, o el 
arrendamiento, con o sin opción de compra, de productos o bienes inmuebles. 
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33. Son contratos mixtos, según lo dispuesto en el TRLCSP: 
a. Los que contengan prestaciones correspondientes a otro u otros de distinta clase 

se atenderá en todo caso, para la determinación de las normas que deban 
observarse en su adjudicación, al carácter de la prestación que tenga más 
importancia desde el punto de vista de la ejecución. 

b. Los que contengan prestaciones correspondientes a otro u otros de distinta clase 
se atenderá en todo caso, para la determinación de las normas que deban 
observarse en su adjudicación, al carácter de la prestación que tenga más 
importancia desde el punto de vista social. 

c. Los que contengan prestaciones correspondientes a otro u otros de distinta clase 
se atenderá en todo caso, para la determinación de las normas que deban 
observarse en su adjudicación, al carácter de la prestación que tenga más 
importancia desde el punto de vista económico. 
 
 
 

34. De conformidad con lo regulado en el TRLCSP, los contratos privados se regirán: 
a. En cuanto a su preparación y adjudicación, en defecto de normas específicas, 

por las normas de derecho privado, según corresponda por razón del sujeto o 
entidad contratante. En cuanto a sus efectos y extinción, estos contratos se 
regirán por el derecho privado. 

b. En cuanto a su preparación y adjudicación, en defecto de normas específicas, 
por el TRLCSP y sus disposiciones de desarrollo, aplicándose supletoriamente 
las restantes normas de derecho administrativo o, en su caso, las normas de 
derecho privado, según corresponda por razón del sujeto o entidad contratante. 
En cuanto a sus efectos y extinción, estos contratos se regirán por el derecho 
privado. No obstante, serán de aplicación a estos contratos las normas 
contenidas en el Título V del Libro I, sobre modificación de los contratos. 

c. En cuanto a su preparación y adjudicación, en defecto de normas específicas, el 
TRLCSP y sus disposiciones de desarrollo, aplicándose supletoriamente las 
restantes normas de derecho administrativo o, en su caso, las normas de 
derecho privado, según corresponda por razón del sujeto o entidad contratante. 
En cuanto a sus efectos y extinción, estos contratos se regirán por el TRLCSP. 
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35. De conformidad con lo dispuesto en el TRLCSP, sólo podrán contratar con el sector 
público: 
a. Las personas naturales o jurídicas, españolas o extranjeras, que tengan plena 

capacidad de obrar, no estén incursas en una prohibición de contratar, y 
acrediten su solvencia económica, financiera y técnica o profesional o, en los 
casos en que así lo exija esta Ley, se encuentren debidamente clasificadas. Los 
empresarios deberán contar, asimismo, con la habilitación empresarial o 
profesional que, en su caso, sea exigible para la realización de la actividad o 
prestación que constituya el objeto del contrato.  

b. Las personas jurídicas españolas, que tengan plena capacidad de obrar, no 
estén incursas en una prohibición de contratar, y acrediten su solvencia 
económica, financiera y técnica o profesional o, en los casos en que así lo exija 
esta Ley, se encuentren debidamente clasificadas. Los empresarios deberán 
contar, asimismo, con la habilitación empresarial o profesional que, en su caso, 
sea exigible para la realización de la actividad o prestación que constituya el 
objeto del contrato. 

c. Las personas naturales o jurídicas, españolas o extranjeras, que tengan plena 
capacidad de obrar, acrediten su solvencia económica, financiera y técnica o 
profesional o, en los casos en que así lo exija esta Ley, se encuentren 
debidamente clasificadas. Los empresarios podrán contar, asimismo, con la 
habilitación empresarial o profesional que, en su caso, sea exigible para la 
realización de la actividad o prestación que constituya el objeto del contrato. 
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36. Según lo dispuesto en el TRLCSP, la garantía responderá de los siguientes 
conceptos: 
a. De las penalidades impuestas al contratista conforme al artículo 212.; De la 

correcta ejecución de las prestaciones contempladas en el contrato, de los gastos 
originados a la Administración por la demora del contratista en el 
cumplimiento de sus obligaciones, y de los daños y perjuicios ocasionados a la 
misma con motivo de la ejecución del contrato o por su incumplimiento, cuando 
no proceda su resolución.; Además, en el contrato de suministro la garantía 
definitiva responderá de la inexistencia de vicios o defectos de los bienes 
suministrados durante el plazo de garantía que se haya previsto en el contrato. 

b. De las penalidades impuestas al contratista conforme al artículo 212.; De la 
correcta ejecución de las prestaciones contempladas en el contrato, de los gastos 
originados a la Administración por la demora del contratista en el 
cumplimiento de sus obligaciones, y de los daños y perjuicios ocasionados a la 
misma con motivo de la ejecución del contrato o por su incumplimiento, cuando 
no proceda su resolución.; De la incautación que puede decretarse en los casos 
de resolución del contrato, de acuerdo con lo que en él o en esta Ley esté 
establecido.; Además, en el contrato de suministro la garantía definitiva 
responderá de la inexistencia de vicios o defectos de los bienes suministrados 
durante el plazo de garantía que se haya previsto en el contrato.  

c. De las penalidades impuestas al contratista conforme al artículo 212.; De la 
correcta ejecución de las prestaciones contempladas en el contrato, de los gastos 
originados a la Administración por la demora del contratista en el 
cumplimiento de sus obligaciones, y de los daños y perjuicios ocasionados a la 
misma con motivo de la ejecución del contrato o por su incumplimiento, cuando 
no proceda su resolución.; De la incautación que puede decretarse en los casos 
de resolución del contrato, de acuerdo con lo que en él o en esta Ley esté 
establecido.;  
 
 

37. En relación con el procedimiento de adjudicación de los contratos de las 
Administraciones Públicas, regulado en el TRLCSP, indique la respuesta correcta: 
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a. La adjudicación se realizará, ordinariamente, utilizando el procedimiento 
abierto o el procedimiento restringido. Excepcionalmente podrá seguirse el 
procedimiento negociado o recurrirse al diálogo competitivo. 

b. Los contratos menores deberán adjudicarse directamente a cualquier 
empresario con capacidad de obrar y que cuente con la habilitación profesional 
necesaria para realizar la prestación. 

c. Los órganos de contratación darán a los licitadores y candidatos un tratamiento 
igualitario y no discriminatorio y ajustarán su actuación al principio de 
transparencia.  
 

38. De conformidad con lo regulado en el TRLCSP, indique cuál de las siguientes 
respuestas es correcta en lo que se refiere a la adjudicación en el procedimiento 
abierto: 
a. Cuando el único criterio a considerar para seleccionar al adjudicatario del 

contrato sea el del precio, la adjudicación deberá recaer en el plazo máximo de 
veinte días a contar desde el siguiente al de apertura de las proposiciones. 

b.  Cuando para la adjudicación del contrato deban tenerse en cuenta una 
pluralidad de criterios, el plazo máximo para efectuar la adjudicación será, en 
todo caso, de tres meses a contar desde la apertura de las proposiciones. 

c. De no producirse la adjudicación dentro de los plazos señalados, los licitadores 
tendrán derecho a retirar su proposición. 

 
 

39. De conformidad con lo regulado en la Ordenanza para la Apertura de Actividades 
Económicas en la Ciudad de Madrid (en adelante, OAAE), durante la realización de 
las obras o la implantación de la actividad previamente al acto de comprobación: 

a. No se considerarán modificación de la licencia o de la declaración responsable 
las alteraciones que se hayan producido en el edificio, local o sus instalaciones 
cuando las mismas se ajusten a la normativa que las regula, salvo que afecten a 
condiciones de volumen y forma de los edificios, a la posición y ocupación del 
edificio en la parcela, a la edificabilidad o superficie del local, al número de 
locales.  

b. Se considerarán modificación de la licencia o de la declaración responsable las 
alteraciones que se hayan producido en el edificio, local o sus instalaciones, 
salvo que afecten a condiciones de volumen y forma de los edificios, a la 
posición y ocupación del edificio en la parcela, a la edificabilidad o superficie 
del local, al número de locales. 

c. No se considerarán modificación de la licencia o de la declaración responsable 
las alteraciones que se hayan producido en el edificio, local o sus instalaciones. 

 

 

40. Según lo regulado en la OAAE, el resultado de las actuaciones de comprobación 
material en declaraciones responsables podrá ser: 

a. Favorable, Condicionado, Desfavorable  
b. Favorable, Desfavorable 
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c. Condicionado, Desfavorable. 

 

 

 

 

 

 

 

41. Según lo dispuesto en la OAAE, la licencia de primera ocupación y funcionamiento 
tiene por objeto: 

a. Acreditar que las obras han sido ejecutadas de conformidad con el proyecto y 
condiciones en que la licencia fue concedida, o con las variaciones que no 
suponen modificación de la licencia, y que son aptas según las determinaciones 
urbanísticas, ambientales y de seguridad de su destino específico. 

b. Acreditar que las actividades y las obras que se precisan para su implantación, 
su modificación o cambio, han sido ejecutadas de conformidad con el proyecto y 
que se encuentran debidamente terminadas y aptas según las determinaciones 
urbanísticas, ambientales y de seguridad de su destino específico. 

c. Acreditar que las actividades y las obras que se precisan para su implantación, 
su modificación o cambio, han sido ejecutadas de conformidad con el proyecto y 
condiciones en que la licencia fue concedida, o con las variaciones que no 
suponen modificación de la licencia, y que se encuentran debidamente 
terminadas y aptas según las determinaciones urbanísticas, ambientales y de 
seguridad de su destino específico.  
 

42. Indique la afirmación correcta, en el ámbito de aplicación de la OAAE: 
a. La entidad colaboradora que inicie una actuación deberá finalizarla bajo su 

responsabilidad, salvo renuncia por parte del interesado.  
b. La Junta de Gobierno de la Ciudad de Madrid podrá encomendar el ejercicio 

de las funciones de las entidades colaboradoras a los servicios municipales en 
cualquier momento. 

c. La Junta de Gobierno de la Ciudad de Madrid fijará anualmente los precios a 
percibir de los titulares de las actividades, por las entidades colaboradoras, por 
el ejercicio de sus funciones de verificación y control. 

 

43. De conformidad con lo regulado en  la Ordenanza de Modificación de  la Ordenanza 
Municipal de Tramitación de Licencias Urbanísticas, (en adelante OMTLU), indique 
la definición correcta: 

a. La Comunicación previa es un documento mediante el que los interesados en 
una actuación urbanística sujeta a intervención municipal, ponen en 
conocimiento del Ayuntamiento de Madrid sus datos identificativos y demás 
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requisitos exigibles para el ejercicio de su derecho a realizar determinadas 
obras o iniciar determinadas actividades. 

b. Se entenderá por declaración responsable el documento suscrito por el titular de 
la actividad o por su representante en el que manifiesta, bajo su responsabilidad 
que una actuación urbanística cumple con los requisitos urbanísticos y 
sectoriales exigidos por la normativa vigente para su implantación, 
modificación o desarrollo, que dispone de la documentación que así lo acredita 
y que se compromete a mantener su cumplimiento durante el tiempo en que 
mantenga dicha actuación. 

c. Ambas son correctas. 

 

 

 

 

 

44. Ámbito de aplicación de la OMTLU, indique la respuesta correcta: 
a. Esta Ordenanza será de aplicación a cualquier actuación que implique 

ejecución de actos de uso del suelo, construcción y edificación para la 
implantación y desarrollo de actividades sometidas a la obtención de licencia o 
presentación de declaración responsable o comunicación previa ante el 
Ayuntamiento y cuyo régimen de intervención y control urbanístico no se 
encuentre regulado por otra Ordenanza municipal específica.  

b. Esta Ordenanza será de aplicación a cualquier actuación que implique 
ejecución de actos de uso del suelo, construcción y edificación para la 
implantación y desarrollo de actividades sometidas a la obtención de licencia o 
presentación de declaración responsable o comunicación previa ante el 
Ayuntamiento. 

c. Esta Ordenanza será de aplicación a cualquier actuación que implique 
ejecución de actos de uso del suelo, construcción y edificación para la 
implantación y desarrollo de actividades sometidas a la obtención de licencia o 
comunicación previa ante el Ayuntamiento y cuyo régimen de intervención y 
control urbanístico no se encuentre regulado por otra Ordenanza municipal 
específica. 

 
 
 
 

45. Indique la respuesta correcta en relación con el alcance del control de la legalidad de 
la licencia urbanística, de la declaración responsable y de la comunicación previa 
regulado en la OMTLU: 

a. La intervención municipal se circunscribirá estrictamente a la comprobación de 
la integridad formal y la suficiencia legal del proyecto técnico y cualquier otra 
documentación exigible para ser ejecutadas las obras e instalaciones e 
implantadas las actividades, así como la habilitación legal, mediante el visado 
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del colegio profesional correspondiente en su caso, del autor o autores de dicho 
proyecto, en el caso de que la actuación lo requiriese y de la conformidad o no 
de lo proyectado o pretendido con la ordenación urbanística de pertinente 
aplicación.  

b. La intervención municipal controlará los aspectos técnicos relativos a la 
seguridad estructural de las construcciones o la calidad de los elementos o 
materiales empleados. 

c. El control de la legalidad alcanzará a las condiciones de la edificación 
establecidas en las Normas Urbanísticas del Plan General de Ordenación 
Urbana de Madrid, así como a las exigidas por otras normativas sectoriales. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

46. Indique la afirmación más correcta de conformidad con lo dispuesto en la OMTLU: 
a. Las licencias urbanísticas facultarán a los titulares para realizar la actuación 

solicitada y producirán efectos entre el Ayuntamiento y el sujeto a cuya 
actuación se refieran, alterarán las situaciones jurídicas privadas entre éste y 
las demás personas. 

b. Las licencias urbanísticas se otorgarán por un plazo determinado, tanto para 
iniciar como para terminar las obras, salvo las referidas al uso del suelo para el 
ejercicio de actividades, que tendrán vigencia indefinida, sin perjuicio de la 
obligación legal de adaptarse, en su caso, a las normas que en cada momento las 
regulen.  

c. En el caso de que la licencia deba entenderse otorgada por silencio 
administrativo o de que, habiéndose concedido expresamente, no contenga 
indicación expresa sobre dichos plazos, éstos serán de uno y dos años para 
iniciar y terminar las obras, respectivamente. 

 
47. ¿De cuál de las cuestiones que se relacionen con las enumeradas a continuación, 

conocerá el orden de la jurisdicción contencioso-administrativa?:  
a. El recurso contencioso-disciplinario militar. 
b. Los actos y disposiciones de las Corporaciones de Derecho Público, adoptados 

en el ejercicio de funciones públicas.  
c. Ambas son correctas. 

 
 

48. La competencia del orden jurisdiccional contencioso se extiende: 
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a. Al conocimiento y decisión de las cuestiones prejudiciales e incidentales no 
pertenecientes al orden administrativo, directamente relacionadas con un 
recurso contencioso-administrativo. 

b. Al conocimiento y decisión de las cuestiones prejudiciales e incidentales 
pertenecientes al orden administrativo, directamente relacionadas con un 
recurso contencioso-administrativo, salvo las de carácter constitucional y penal 
y lo dispuesto en los Tratados internacionales. 

c. Al conocimiento y decisión de las cuestiones prejudiciales e incidentales no 
pertenecientes al orden administrativo, directamente relacionadas con un 
recurso contencioso-administrativo, salvo las de carácter constitucional y penal 
y lo dispuesto en los Tratados internacionales.  
 
 

49. El recurso contencioso-administrativo es admisible en relación con : 
a. Las disposiciones de carácter general y con los actos expresos y presuntos de la 

Administración pública, ya sean definitivos o de trámite, si estos últimos 
deciden directa o indirectamente el fondo del asunto, determinan la 
imposibilidad de continuar el procedimiento, producen indefensión. También es 
admisible el recurso contra la inactividad de la Administración y contra sus 
actuaciones materiales que constituyan vía de hecho, en los términos 
establecidos en la LJCA. 

b. Las disposiciones de carácter general y con los actos expresos y presuntos de la 
Administración pública que pongan fin a la vía administrativa, ya sean 
definitivos o de trámite, si estos últimos deciden directa o indirectamente el 
fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento, 
producen indefensión o perjuicio irreparable a derechos o intereses legítimos. 
También es admisible el recurso contra la inactividad de la Administración y 
contra sus actuaciones materiales que constituyan vía de hecho, en los términos 
establecidos en la LJCA. 

c. Las disposiciones de carácter general y con los actos expresos y presuntos de la 
Administración pública que pongan fin a la vía administrativa, ya sean 
definitivos o de trámite, si estos últimos deciden directa o indirectamente el 
fondo del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento, 
producen indefensión o perjuicio irreparable a derechos o intereses legítimos.  
 

50. El Pleno del Ayuntamiento de Madrid celebrará sesión extraordinaria cuando así lo 
decida el presidente o lo solicite: 

a. La cuarta parte, al menos, del número legal de miembros de la Corporación 
b. La quinta parte, al menos del número legal de miembros de la Corporación 
c. Un tercio al menos, del número legal de miembros de la Corporación 

 

51. El Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, (en adelante, TRLRHL), 
en la regulación del Impuesto sobre Bienes Inmuebles establece a favor de los 
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inmuebles de organismo públicos de investigación y los de enseñanza universitaria 
que: 

a. Los Ayuntamientos podrán establecer la exención del impuesto 

b. Los Ayuntamientos podrán regular una bonificación de hasta el 90 por ciento de 
la cuota íntegra del impuesto. 

c. Los Ayuntamientos podrán regular una bonificación de hasta el 95 por ciento de 
la cuota íntegra del impuesto. 

 

 

 

 

52. De conformidad con lo regulado en el TRLRHL en el Impuesto sobre Vehículos de 
Tracción Mecánica, están exentos los vehículos destinados o adscritos al servicio de 
transporte público urbano, siempre que tengan una capacidad que exceda de: 

a. Nueve plazas, incluida la del conductor 

b. Ocho plazas incluida la del conductor 

c. Siete plazas incluida la del conductor 

 

53. De conformidad con lo regulado en el TRLRHL, en el Impuesto sobre el Incremento 
de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, la constitución y transmisión de 
derechos de servidumbre 

a. Goza de una bonificación del 50 por ciento de la cuota 

b. Goza de una bonificación del 95 por ciento de la cuota 

c. Está exenta del impuesto 

 

54. Según lo dispuesto en el TRLRHL, las entidades locales podrán establecer por los 
escaparates 

a. Un precio público 

b. Una tasa  

c. Constituye la base imponible de un impuesto 

 

55. La ley  de incompatibilidades del personal al servicio de las Administraciones 
Públicas determina que: 
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a. Podrá autorizarse la compatibilidad, cumplidas las restantes exigencias de esta 
Ley, para el desempeño de un puesto de trabajo en la esfera docente como 
Profesor universitario asociado en régimen de dedicación no superior a la de 
tiempo parcial y con duración determinada  

b. Podrá autorizarse la compatibilidad, cumplidas las restantes exigencias de esta 
Ley, para el desempeño de un puesto de trabajo en la esfera docente como 
Profesor universitario asociado en régimen de dedicación no superior a la de 
tiempo parcial y con duración indeterminada 

c. No podrá autorizarse, en ningún caso la compatibilidad, para el desempeño de 
un puesto de trabajo en la esfera docente como Profesor universitario asociado 

 

 

 

56. Según la ley de incompatibilidades será requisito necesario para autorizar 
compatibilidad de actividades públicas al personal del Grupo A1, el que la cantidad 
total percibida por ambos puestos o actividades no supere la remuneración prevista 
en los Presupuestos Generales del Estado para el cargo de Director general, ni 
supere la correspondiente al principal, estimada en régimen de dedicación ordinaria, 
incrementada en  

a. Un 25 por ciento 

b. Un 30 por ciento   

c. Un 35 por ciento 

 

57. En materia disciplinaria referida a los funcionarios públicos, ¿Qué plazo hay 
establecido como máximo para formular el pliego de cargos, desde la incoación del 
procedimiento? 

a. 20 días hábiles 

b. 30 días 

c. Un  mes   

 

58. En materia disciplinaria referida a los funcionarios públicos, la propuesta de 
resolución se notificará por el Instructor al interesado para que, pueda alegar ante el 
Instructor cuanto considere conveniente en su defensa 

a. En el plazo de diez días  

b. En el plazo de siete días 

c. En el plazo de quince días 
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59. De las tres respuestas que se transcriben a continuación ¿Cuál considera que es la 
más correcta?: El Código de Buenas Prácticas Administrativas del Ayuntamiento de 
Madrid establece que 

a. El Ayuntamiento de Madrid actuará de manera imparcial en toda su actividad 

b. El Ayuntamiento de Madrid actuará de manera imparcial y  justa en toda su 
actividad 

c. El Ayuntamiento de Madrid actuará de manera imparcial, justa y razonable en 
toda su actividad   

  

 

60. El Código de Buenas Prácticas Administrativas del Ayuntamiento de Madrid, 
dispone que se procurará contestar a las sugerencias y reclamaciones presentadas 
por los ciudadanos, en el plazo de 

a. 10 días hábiles 

b. 15 días hábiles  

c. 20 días hábiles 

 

61. De las tres respuestas que se transcriben a continuación ¿Cuál considera que es la 
más correcta?: El Código de Buenas Prácticas Administrativas del Ayuntamiento de 
Madrid establece que los empleados públicos municipales 

a. Deberán actuar con arreglo a los siguientes principios: objetividad, integridad, 
neutralidad, responsabilidad, imparcialidad, confidencialidad, dedicación al 
servicio público, transparencia, ejemplaridad, austeridad, accesibilidad, 
eficacia, honradez, promoción del entorno cultural y medioambiental, y respeto 
a la igualdad entre mujeres y hombres  

b. Deberán actuar con arreglo a los siguientes principios: objetividad, integridad, 
neutralidad, responsabilidad, imparcialidad, confidencialidad, dedicación al 
servicio público, transparencia, ejemplaridad, eficacia, y respeto a la igualdad 
entre mujeres y hombres 

c. deberán actuar con arreglo a los siguientes principios: objetividad, integridad, 
neutralidad, responsabilidad, imparcialidad, confidencialidad, dedicación al 
servicio público, transparencia, ejemplaridad, austeridad, accesibilidad, 
eficacia, honradez,  y respeto a la igualdad entre mujeres y hombres 

 

62. El TRLCSP establece que los contratos relativos a servicios de arbitraje 

a. Están incluidos en el ámbito de esta ley 
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b. Están excluidos del ámbito de esta ley  

c. Están incluidos o excluidos dependiendo del objeto sobre el que recaiga el 
servicio de arbitraje 

 

63. En el recurso especial en materia de contratación, una vez recibidas las alegaciones de 
los interesados, o transcurrido el plazo señalado para su formulación, y el de la 
prueba, en su caso, el órgano competente deberá resolver el recurso dentro de los 

a. cinco días hábiles siguientes  

b. diez días hábiles siguientes 

c. veinte días hábiles siguientes 

 

 

 

64. De conformidad con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las Bases del Régimen 
Local (en adelante LRBRL), el Padrón Municipal es: 

a. El registro donde constan los vecinos de un municipio. Sus datos constituyen 
prueba de la residencia en el municipio y del domicilio habitual en el mismo. 
Las certificaciones que de dichos datos se expidan tendrán carácter meramente 
informativo. 

b. El registro administrativo donde constan los empadronados en un municipio. 
Sus datos constituyen prueba del domicilio habitual en el municipio. Las 
certificaciones que de dichos datos se expidan tendrán carácter de documento 
público y fehaciente para todos los efectos administrativos. 

c. El registro administrativo donde constan los vecinos de un municipio. Sus datos 
constituyen prueba de la residencia en el municipio y del domicilio habitual en 
el mismo. Las certificaciones que de dichos datos se expidan tendrán carácter 
de documento público y fehaciente para todos los efectos administrativos. 
 
 
 
 
 

65. Indique la respuesta correcta de conformidad con lo dispuesto en el Reglamento de 
Bienes de las Entidades Locales (en adelante, RBEL): 

a. Son bienes de uso público local los caminos, plazas, calles, paseos, parques, 
aguas de fuentes y estanques, puentes que sean de la competencia de la Entidad 
local. 

b. Son bienes de servicio público los destinados directamente al cumplimiento de 
fines públicos de responsabilidad de las Entidades locales, tales como Casas 
Consistoriales, Palacios Provinciales y, en general, edificios que sean de las 
mismas, mataderos, mercados, lonjas, hospitales, hospicios, museos, montes 
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catalogados, escuelas, cementerios, elementos de transporte, piscinas y campos 
de deporte, y, en general, cualesquiera otros bienes directamente destinados a la 
prestación de servicios públicos o administrativos.  

c. Son bienes patrimoniales o de propios los que siendo propiedad de la Entidad 
Local no estén destinados a uso público y puedan constituir fuentes de ingresos 
para el erario de la Entidad. 

 

 

 

 

 

 

66. La adquisición por las entidades locales de bienes a título oneroso: 
a. Exigirá el cumplimiento de los requisitos contemplados en la normativa 

reguladora de la contratación de las Corporaciones locales. Tratándose de 
inmuebles se exigirá, además, informe previo pericial, y siendo bienes de valor 
histórico o artístico se requerirá el informe del órgano estatal o autonómico 
competente, siempre que su importe exceda del 1 por 100 de los recursos 
ordinarios del Presupuesto de la Corporación o del límite general establecido 
para la contratación directa en materia de suministros. Las adquisiciones de 
bienes derivadas de expropiaciones forzosas se regirán por su normativa 
específica.  

b. Exigirá el cumplimiento de los requisitos contemplados en la normativa 
reguladora de la contratación de las Corporaciones locales. Tratándose de 
inmuebles se exigirá, además, informe previo pericial, y siendo bienes de valor 
histórico o artístico se requerirá el informe del órgano estatal o autonómico 
competente, siempre que su importe exceda del 5 por 100 de los recursos 
ordinarios del Presupuesto de la Corporación o del límite general establecido 
para la contratación directa en materia de suministros. Las adquisiciones de 
bienes derivadas de expropiaciones forzosas se regirán por su normativa 
específica. 

c. Exigirá el cumplimiento de los requisitos contemplados en la normativa 
reguladora de la contratación de las Corporaciones locales. Tratándose de 
inmuebles se podrá solicitar informe previo pericial, y siendo bienes de valor 
histórico o artístico se requerirá el informe del órgano estatal o autonómico 
competente, siempre que su importe exceda del 1 por 100 de los recursos 
ordinarios del Presupuesto de la Corporación o del límite general establecido 
para la contratación directa en materia de suministros. Las adquisiciones de 
bienes derivadas de expropiaciones forzosas se regirán por lo dispuesto en este 
reglamento. 
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67. Según lo dispuesto en la Ley 39/2015,  de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas (en adelante LPAC), los 
Registros electrónicos de apoderamientos : 

a. Los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos 
pertenecientes a todas y cada una de las Administraciones, deberán ser 
plenamente interoperables entre sí, de modo que se garantice su interconexión, 
compatibilidad informática, así como la transmisión telemática de las 
solicitudes, escritos y comunicaciones que se incorporen a los mismos.  

b. Los registros electrónicos generales de apoderamientos pertenecientes a todas y 
cada una de las Administraciones, deberán ser plenamente interoperables entre 
sí, de modo que se garantice su compatibilidad informática, así como la 
transmisión telemática de las comunicaciones que se incorporen a los mismos. 

c. Los registros electrónicos particulares de apoderamientos pertenecientes a todas 
y cada una de las Administraciones, deberán ser plenamente interoperables 
entre sí, de modo que se garantice su interconexión, así como la transmisión 
telemática de los escritos y comunicaciones que se incorporen a los mismos. 

 

 

 

68. Los poderes inscritos en los registros electrónicos de apoderamientos: 

a. Tendrán una validez indeterminada a contar desde la fecha de inscripción. En 
todo caso, en cualquier momento antes de la finalización de dicho plazo el 
poderdante podrá revocar o prorrogar el poder.  

b. Tendrán una validez determinada máxima de cuatro años a contar desde la 
fecha de inscripción. En todo caso, en cualquier momento antes de la 
finalización de dicho plazo el poderdante podrá revocar o prorrogar el poder. 
Las prórrogas otorgadas por el poderdante al registro tendrán una validez 
determinada máxima de cinco años a contar desde la fecha de inscripción. 

c. Tendrán una validez determinada máxima de cinco años a contar desde la fecha 
de inscripción. En todo caso, en cualquier momento antes de la finalización de 
dicho plazo el poderdante podrá revocar o prorrogar el poder. Las prórrogas 
otorgadas por el poderdante al registro tendrán una validez determinada 
máxima de cinco años a contar desde la fecha de inscripción.  
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69. En el caso de que los interesados optaran por relacionarse con las Administraciones 
Públicas a través de medios electrónicos, ¿cuál de los siguientes apartados se 
considerará válidos a efectos de firma?: 

a. Sistemas de firma electrónica reconocida o cualificada y avanzada basada en 
certificados electrónicos reconocidos o cualificados de firma electrónica 
expedidos por prestadores incluidos en la “Lista de confianza de prestadores de 
servicios de certificación.”  

b. Sistemas de clave concertada y cualquier otro sistema que las Administraciones 
Públicas consideren válido, en los términos y condiciones que se establezcan. 

c. Únicamente estos dos sistemas  en los términos y condiciones que las 
Administraciones consideren válidos. 

 

 

 

 

 

70. De conformidad con lo dispuesto LPAC, los documentos que los interesados dirijan a 
los órganos de las Administraciones Públicas podrán presentarse: 

a. En el registro electrónico de la Administración u Organismo al que se dirijan. 
En las oficinas de Correos, en la forma que reglamentariamente se establezca. 
En las representaciones diplomáticas u oficinas consulares de España en el 
extranjero. En las oficinas de asistencia en materia de registros.  

b. En el registro electrónico de la Administración u Organismo al que se dirijan, 
así como en los restantes registros electrónicos de cualquiera de los sujetos a los 
que se refiere el artículo 2.1LPAC. En las oficinas de Correos, en la forma que 
reglamentariamente se establezca. En las representaciones diplomáticas u 
oficinas consulares de España en el extranjero. En las oficinas de asistencia en 
materia de registros. En cualquier otro que establezcan las disposiciones 
vigentes.  

c. En el registro electrónico de la Administración u Organismo al que se dirijan. 
En las oficinas de Correos, en la forma que reglamentariamente se establezca. 
En las representaciones diplomáticas u oficinas consulares de España en el 
extranjero. En cualquier otro que establezcan las disposiciones vigentes. 

 

71. Indique la afirmación correcta: 

a. Los actos administrativos producidos por silencio administrativo se podrán 
hacer valer sólo ante la Administración. Los mismos producen efectos desde el 
vencimiento del plazo máximo en el que debe dictarse y notificarse la resolución 
expresa sin que la misma se haya expedido, y su existencia puede ser acreditada 
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por cualquier medio de prueba admitido en Derecho, incluido el certificado 
acreditativo del silencio producido. 

b. Los actos administrativos producidos por silencio administrativo se podrán 
hacer valer tanto ante la Administración como ante cualquier persona física o 
jurídica, pública o privada. Los mismos producen efectos desde el vencimiento 
del plazo máximo en el que debe dictarse y notificarse la resolución expresa sin 
que la misma se haya expedido, y su existencia puede ser acreditada por 
cualquier medio de prueba admitido en Derecho, incluido el certificado 
acreditativo del silencio producido.  

c. Los actos administrativos producidos por silencio administrativo se podrán 
hacer valer tanto ante la Administración como ante cualquier persona física o 
jurídica, pública o privada. Los mismos producen efectos desde el vencimiento 
del plazo máximo en el que debe notificarse la resolución expresa sin que la 
misma se haya expedido, y su existencia puede ser acreditada por cualquier 
medio de prueba admitido en Derecho, incluido el certificado acreditativo del 
silencio producido. 

 

 

72. Para ser considerados válidos los documentos electrónicos administrativos 
deberán: 

a. Contener información de cualquier naturaleza archivada en un soporte 
electrónico. Disponer de los datos de identificación que permitan su 
individualización, sin perjuicio de su posible incorporación a un expediente 
electrónico. Incorporar una referencia temporal del momento en que han sido 
emitidos. Incorporar los metadatos exigidos. Incorporar las firmas electrónicas 
que correspondan de acuerdo con lo previsto en la normativa aplicable. 

b. Contener información de cualquier naturaleza archivada en un soporte 
electrónico según formato determinado susceptible de identificación y 
tratamiento diferenciado. Incorporar una referencia temporal del momento en 
que han sido emitidos. Incorporar metadatos mínimos. Incorporar las firmas 
electrónicas. 

c. Contener información de cualquier naturaleza archivada en un soporte 
electrónico según formato determinado susceptible de identificación y 
tratamiento diferenciado. Disponer de los datos de identificación que permitan 
su individualización, sin perjuicio de su posible incorporación a un expediente 
electrónico. Incorporar una referencia temporal del momento en que han sido 
emitidos. Incorporar los metadatos mínimos exigidos. Incorporar las firmas 
electrónicas que correspondan de acuerdo con lo previsto en la normativa 
aplicable.  
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73. En relación con lo dispuesto en el artículo 39 de la LPAC relativo a los efectos de los 
actos administrativos, indique la afirmación correcta: 

a. Podrá otorgase eficacia retroactiva a los actos cuando se dicten en sustitución de 
actos anulados, así como cuando produzcan efectos favorables al interesado, 
siempre que no lesione derechos o intereses legítimos de otras personas. 

b. Las normas y actos dictados por los órganos de las Administraciones Públicas 
en el ejercicio de su propia competencia deberán ser observadas por el resto de 
los órganos administrativos, aunque no dependan jerárquicamente entre sí o 
pertenezcan a otra Administración.  

c. Cuando una Administración Pública tenga que dictar, en el ámbito de sus 
competencias, un acto que necesariamente tenga por base otro dictado por una 
Administración Pública distinta y aquélla entienda que es ilegal, deberá 
requerir a ésta previamente para que anule o revise el acto de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 44 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, y, de rechazar el requerimiento, 
podrá interponer recurso contencioso-administrativo. En estos casos, no 
quedará suspendido el procedimiento para dictar resolución. 

 

 

 

 

 

74. Además de los derechos previstos en el artículo 53.1 de la  LPAC, en el caso de 
procedimientos administrativos de naturaleza sancionadora, los presuntos 
responsables tendrán los siguientes derechos: 

 

a. A ser notificado de los hechos que se le imputen, de las infracciones que 
tales hechos puedan constituir y de las sanciones que, en su caso, se les 
pudieran imponer, así como de la identidad del instructor, de la autoridad 
competente para imponer la sanción y de la norma que atribuya tal 
competencia. 

b. A ser notificado de los hechos que se le imputen, de las infracciones que 
tales hechos puedan constituir, así como de la identidad del instructor, de 
la autoridad competente para imponer la sanción y de la norma que 
atribuya tal competencia; A la presunción de existencia de responsabilidad 
administrativa mientras no se demuestre lo contrario. 

c. A ser notificado de los hechos que se le imputen, de las infracciones que 
tales hechos puedan constituir y de las sanciones que, en su caso, se les 
pudieran imponer, así como de la identidad del instructor, de la autoridad 
competente para imponer la sanción y de la norma que atribuya tal 
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competencia; A la presunción de no existencia de responsabilidad 
administrativa mientras no se demuestre lo contrario.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

75. En relación con las medidas provisionales reguladas en el artículo 56 de la LPAC, 
indique la respuesta más correcta: 

a. Antes de la iniciación del procedimiento administrativo, el órgano competente 
para iniciar o instruir el procedimiento, de oficio, en los casos de urgencia 
inaplazable y para la protección provisional de los intereses implicados, 
adoptará de forma motivada las medidas provisionales que resulten necesarias. 
Las medidas provisionales deberán ser confirmadas, modificadas o levantadas 
en el acuerdo de iniciación del procedimiento, que deberá efectuarse dentro de 
los quince días siguientes a su adopción, el cual podrá ser objeto del recurso que 
proceda. 

b. Cuando se inicie el procedimiento administrativo, el órgano competente para 
iniciar o instruir el procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en los casos 
de urgencia inaplazable y para la protección provisional de los intereses 
implicados, podrá adoptar de forma motivada las medidas provisionales que 
resulten necesarias y proporcionadas. Las medidas provisionales deberán ser 
confirmadas, modificadas o levantadas en el acuerdo de iniciación del 
procedimiento, que deberá efectuarse dentro de los quince días siguientes a su 
adopción, el cual podrá ser objeto del recurso que proceda. 

c. Antes de la iniciación del procedimiento administrativo, el órgano competente 
para iniciar o instruir el procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en los 
casos de urgencia inaplazable y para la protección provisional de los intereses 
implicados, podrá adoptar de forma motivada las medidas provisionales que 
resulten necesarias y proporcionadas. Las medidas provisionales deberán ser 
confirmadas, modificadas o levantadas en el acuerdo de iniciación del 
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procedimiento, que deberá efectuarse dentro de los quince días siguientes a su 
adopción, el cual podrá ser objeto del recurso que proceda.  

 

76. Especialidades de la resolución en los procedimientos sancionadores. 

a. La resolución que ponga fin al procedimiento sancionador será ejecutiva 
cuando no quepa contra ella ningún recurso ordinario en vía contencioso 
administrativa. 

b. Cuando la resolución sea ejecutiva se suspenderá cautelarmente, si el interesado 
manifiesta a la Administración su intención de interponer recurso contencioso-
administrativo contra la resolución firme en vía administrativa. 

c. Cuando las conductas sancionadas hubieran causado daño o perjuicios a las 
Administraciones y la cuantía destinada a indemnizar estos daños no hubiera 
quedado determinada en el expediente, se fijará mediante un procedimiento 
complementario, cuya resolución será inmediatamente ejecutiva.  

 

 

 

77. Indique la respuesta correcta. Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al 
Derecho Administrativo serán inmediatamente ejecutivos, salvo que: 

a. Se produzca la suspensión de la ejecución del acto; Se trate de una resolución de 
un procedimiento de naturaleza sancionadora contra la que quepa algún 
recurso en vía administrativa, incluido el potestativo de reposición; Se necesite 
aprobación o autorización superior. 

b. Se produzca la suspensión de la ejecución del acto; Se trate de una resolución de 
un procedimiento de naturaleza sancionadora contra la que quepa algún 
recurso en vía administrativa, excepto el potestativo de reposición; Una 
disposición establezca lo contrario; Se necesite aprobación o autorización 
superior. 

c. Se produzca la suspensión de la ejecución del acto; Se trate de una resolución de 
un procedimiento de naturaleza sancionadora contra la que quepa algún 
recurso en vía administrativa, incluido el potestativo de reposición; Una 
disposición establezca lo contrario; Se necesite aprobación o autorización 
superior.  

 

78. Indique la respuesta correcta. Contra los actos firmes en vía administrativa podrá 
interponerse el recurso extraordinario de revisión ante el órgano administrativo que 
los dictó, que también será competente para su resolución, cuando concurra alguna de 
las circunstancias siguientes: 
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a. Que aparezcan documentos de valor esencial para la resolución del asunto que, 
aunque sean posteriores, evidencien el error de la resolución recurrida; Que en 
la resolución hayan influido esencialmente documentos o testimonios declarados 
falsos por sentencia judicial firme, anterior o posterior a aquella resolución; 
Que la resolución se hubiese dictado como consecuencia de prevaricación, 
cohecho, violencia, maquinación fraudulenta u otra conducta punible y se haya 
declarado así en virtud de sentencia judicial firme. 

b. Que al dictarlos se hubiera incurrido en error de hecho, que resulte de los 
propios documentos incorporados al expediente; Que aparezcan documentos de 
valor esencial para la resolución del asunto que, aunque sean posteriores, 
evidencien el error de la resolución recurrida; Que en la resolución hayan 
influido esencialmente documentos o testimonios declarados falsos por sentencia 
judicial firme, anterior o posterior a aquella resolución; Que la resolución se 
hubiese dictado como consecuencia de prevaricación, cohecho, violencia, 
maquinación fraudulenta u otra conducta punible y se haya declarado así en 
virtud de sentencia judicial firme.  

c. Que al dictarlos se hubiera incurrido en error de hecho, que resulte de los 
propios documentos incorporados al expediente; Que aparezcan documentos de 
valor esencial para la resolución del asunto que, aunque sean posteriores, 
evidencien el error de la resolución recurrida; Que en la resolución hayan 
influido esencialmente documentos o testimonios declarados falsos por sentencia 
judicial firme, anterior o posterior a aquella resolución; 

 

79. La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (en adelante, 
LRJSP) tiene por objeto: 

a. Establecer y regular las bases del régimen jurídico de las Administraciones 
Públicas, los principios del sistema de responsabilidad de las Administraciones 
Públicas y de la potestad sancionadora, así como la organización y 
funcionamiento de la Administración General del Estado y de su sector público 
institucional para el desarrollo de sus actividades.  

b. Establecer y regular las bases del régimen jurídico de las Administraciones 
Públicas, así como la organización y funcionamiento de la Administración 
General del Estado y de su sector público institucional para el desarrollo de sus 
actividades. 

c. Establecer y regular las bases del régimen jurídico de las Administraciones 
Públicas, los principios del sistema de responsabilidad de las Administraciones 
Públicas y de la potestad sancionadora, así como la organización y 
funcionamiento de la Administración General del Estado. 

80. Indique la respuesta correcta de conformidad con lo regulado en la LRJSP sobre la 
encomienda de gestión: 

a. La realización de actividades de carácter material o técnico de la competencia 
de los órganos administrativos o de las Entidades de Derecho Público podrá ser 
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encomendada a otros órganos o Entidades de Derecho Público de la misma o 
distinta Administración, por razones de eficacia o cuando no se posean los 
medios técnicos idóneos para su desempeño. 

b. Las encomiendas de gestión no podrán tener por objeto prestaciones propias de 
los contratos regulados en la legislación de contratos del sector público.  

c. En todo caso, la Entidad u órgano encomendante tendrá la condición de 
encargado del tratamiento de los datos de carácter personal a los que pudiera 
tener acceso en ejecución de la encomienda de gestión, siéndole de aplicación lo 
dispuesto en la normativa de protección de datos de carácter personal. 
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